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SERVICIOS
SOCIALES

a Comisión Europea ha publicado una versión revisada de la

controvertida Directiva de Servicios el pasado 4 de abril. Su

decisión de seguir el voto del Parlamento Europeo, que ha

cambiado de modo fundamental la directiva original, llama-

da Bolkestein, constituye un paso importante para la democracia europea.

Para los miembros de EAPN, la decisión parlamentaria de excluir al conjun-

to de los servicios sociales del campo de aplicación de la Directiva reviste

una importancia decisiva. La proposición fue una ruptura fatal de la

Directiva original, pues pretendía someter a las residencias, casas de aco-

gida o ambulancias a la misma competencia que los servicios de telefonía

móvil, peluquería o bancarios.

Esto habría debilitado la capacidad de los Estados miembro y regiones para

controlar la calidad de los servicios sociales y asegurar los derechos de los

usuarios. Se habrían excluido del debate democrático la provisión, estandari-

zación y financiación, dejándolos al albur de la “misericordia” del libre mer-

cado, es decir, una burla a la “subsidiaridad”.

El asunto es particularmente peligroso en ausencia de estándares sociales

para toda la Unión, no se podría limitar la caída en picado de los niveles

de calidad, coste y condiciones laborales del mercado.

Hay que reforzar los servicios sociales europeos, para que respondan mejor

a las necesidades de la población, en especial a las de los más pobres,

que son más dependientes de ellos. No hay por qué lanzarlos al mercado

libre donde la única motivación es el beneficio. Es vital que todos aquellos

que se preocupan del futuro de la Europa Social aprovechen las semanas

y meses que vienen para asegurarse de que el Consejo desvincula explíci-

tamente a todos los servicios sociales de la Directiva de Servicios.

R. Hanan

Servicios sociales que respondan 
a las necesidades de la población
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¿Tiene la impresión de que todo el 

mundo sabe qué es la Directiva 

de Servicios menos usted?

n este artículo intentaremos
explicarle en qué consiste el
debate sobre los Servicios,
antes de entrar en los últimos
avances y consecuencias que
tendrá dicha Directiva sobre las

organizaciones que tratan este tema en la
lucha activa contra la pobreza.

Los Servicios y la Directiva Bolkestein
La liberalización del mercado interior es un
principio central de la Estrategia revisada de
Lisboa. Después de los años 90, la UE se ha
esforzado progresivamente por eliminar la
burocracia en el sector industrial, para que las
empresas hicieran negocio
más allá de las fronteras
nacionales. Hoy, cuando el
sector servicios produce el
75% de los empleos de la
UE y el 65% de su PIB, se
deja sentir la presión hacia
un proceso de liberalización
parecido.

La nueva Directiva de Servicios, propuesta en
enero de 2004 por el comisario Bolkestein,
persigue el objetivo de simplificar las cosas
para los proveedores de servicios en otros
Estados miembros. La hipótesis subyacente es
que la liberalización logrará servicios de mejor
calidad y a menor coste. Nos tememos que el
resultado será justamente el contrario: “dum-
ping” social, aumento de los precios, y una
menor regulación. La proposición, en su ver-
sión original, metía en el mismo saco a una
gran variedad de servicios, desde los financie-
ros hasta los sociales, enseñanza, salud,
vivienda, pasando por las agencias de
empleo, el gas o el agua.

SIG y SIEG: ¿en qué se diferencian?
El debate se ha concentrado principalmente
en la siguiente cuestión: los servicios de interés
general (SIG) y los servicios de interés econó-
mico general (SIEG) ¿deberían estar sometidos
a la Directiva (ver página 3)? Si bien hay, por
el momento, un consenso para excluir los SIG,
los SIEG se quedan dentro de la Directiva...
por el momento. Éstos últimos cubren lo que

concierne a servicios de red, desde el abasteci-
miento de agua, telecomunicaciones o electrici-
dad, hasta el empleo, la sanidad, la enseñan-
za o los servicios sociales. Según la Comisión,
en este campo la UE tiene como papel central
velar para que la liberalización preserve los
derechos fundamentales de acceso a los servi-
cios esenciales. La Comisión sigue pensando
que “en un mercado interior abierto a la compe-
tencia ésta es compatible en los objetivos con el
desarrollo de servicios de interés general de
calidad y accesibles”.

¿Qué pasa con los servicos sociales?
La cuestión de los servicios sociales pone de
manifiesto algunos problemas de primer orden.
Cuando la UE habla de SIEG de manera gene-
ral, se refiere a los grandes servicios de red.
Sin embargo, de hecho, la mayor parte de los
servicios sociales son SIEG, es decir, que tienen
una dimensión económica, personal asalaria-
do y un marco de referencia económico.

La mayor parte de los Estados
miembros quieren promover
un modelo de servicios basa-
do en una mezcla de público
y privado, en un intento de
modernizar el sector. Pero los
servicios sociales no encajan
bien en este molde. Como
indicó la Comisión en su libro

blanco, “la naturaleza personal de muchos ser-
vicios sanitarios y sociales exige requisitos sig-
nificativamente distintos a los servicios en red.

Los servicios sociales son distintos a los comer-
ciales. Tienen muchas facetas distintas y dan
una gran variedad de servicios holísticamente.
El cómo se define la calidad y desde qué
punto de vista se mira son, por tanto, cuestio-
nes de importancia clave a la hora de defen-
der la especificidad de los servicios sociales.
Una gran mayoría piensa que la UE no puede
hablar de defender la calidad de tan vitales
servicios fundamentales metiendo en el mismo
saco a la telefonía móvil.

País de origen
Todos los Estados miembro tienen una legisla-
ción nacional que regula los servicios sociales.
Éstos son fundamentales para mantener un cier-
to nivel de bienestar y proteger a los usuarios
más vulnerables. Normalmente estas normati-
vas definen estándares y obligaciones en rela-
ción con la calidad y contenido de los servi-
cios de modo que se garantice el acceso, cali-
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El compromiso 
del 16 de febrero

Sin duda, la estrella de la sesión plenaria de
febrero en el Parlamento Europeo fue el deba-
te y votación (en su primera lectura) de la
Directiva de Servicios. He aquí algunos pasa-
jes de la resolución de la Cámara.

“La prestación de servicios sociales proviene
de las competencias del Estado –a nivel
nacional, regional y local–. Son una manifes-
tación del principio de cohesión social y soli-
daridad, reflejadas en el hecho de que están
concebidas para ayudar a quienes lo necesi-
tan por tener ingresos familiares muy bajos,
falta total o parcial de independencia o riesgo
de exclusión.”

“La presente directiva sólo se aplica a los ser-
vicios de interés económico general, es decir,
a aquéllos que corresponden a una actividad
económica abierta a la competencia.”

“Esta directiva no se aplicará a las materias
siguientes: (...) servicios sociales, tales como
vivienda social, guarderías, y servicios para
las familias.”

“Es preciso excluir el derecho laboral y la
seguridad social del ámbito de aplicación de
la presente directiva.”

“Los proveedores de servicios deberán respe-
tar las condiciones y normativa laboral (...)
en vigor en el Estado miembro donde se pres-
ta el servicio.”
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dad y continuidad de los mismos. Las disposi-
ciones de la Directiva de Servicios que se con-
sideraban más problemáticas eran las que se
referían al principio del país de origen. Tras el
cambio demográfico, los servicios personales
se han convertido en un gran negocio. Este
principio podría haber capacitado a una enti-
dad o empresa a ofrecer servicios en otro
Estado miembro con los estándares y condicio-
nes del primero, lo que podría significar apo-
yar al mínimo denominador común. ¿Cómo
podría entonces defenderse la calidad de los
servicios y los sueldos y condiciones de los tra-
bajadores si otros ofertantes pudieran compe-
tir en el mismo mercado con sueldos más
bajos y peores condiciones laborales?

¿Por qué es importante?
Esto puede parecer poco importante para la
mayoría de los pequeños proveedores de ser-
vicios. ¿Por qué querría com-
petir una compañía de servi-
cios extranjera? ¿Qué posi-
bilidades tendría frente a los
proveedores locales? La rea-
lidad es que, teniendo en
cuenta el cambio demográfi-
co, los servicios personales
se han convertido en un
gran negocio. Las conse-
cuencias de la vertiginosa incorporación de la
mujer al mercado laboral en una población
cada vez más envejecida están pasando
ahora factura.

Las compañías privadas dedicadas al sector
social no han dudado un minuto en identificar
las oportunidades de negocio más suculentas
en cuidado de niños o de ancianos, enfermos
o discapacitados, servicios que antes realiza-
ba la mujer. Todo esto añade más presión a la
apertura de los mercados. A largo plazo esto
provocará probablemente que cada vez más
empresas privadas realicen estos servicios, a
escala nacional y  fuera de sus fronteras. Estas
son las implicaciones reales de esta directiva
para el sector.

¿A favor o en contra de la liberalización?
El debate también incumbe al peligro de rom-
per el sector. Muchos proveedores de servicios
no lucrativos están preocupados por las ten-
dencias generales de liberalización que llevan
hacia una inevitable caída de la calidad de
los mismos, o incluso por su propia desapari-
ción. Otros, en el sector privado, se disponen
a aprovechar la ocasión, especialmente en los

nuevos países miembros, que han estado
dominados por un sector público monopolísti-
co. La mayoría piensa que, sea cual sea la
decisión final para el sector, se necesita más
tiempo de preparación. Esto ha provocado
que una gran parte de las ONGs hayan apo-
yado, como es lógico, la campaña de la
Plataforma Social por la no inclusión de los ser-
vicios sociales en la Directiva, tanto si son SGI
como si son SGEI.

Últimos avances
El 16 de febrero de 2006, en virtud de un
pacto entre los dos grandes grupos políticos
(Socialista y Popular), el Parlamento Europeo
aprobó su informe por 391 votos a favor y
213 en contra y 34 abstenciones (ver margen
de p. 2). En este informe los parlamentarios
europeos votaron por excluir los servicios “per-
siguiendo objetivos de bienestar” y aceptaron

las enmiendas del grupo
socialista que excluían tam-
bién los servicios de vivienda,
guardería y familia, de la
Directiva.

Otras decisiones clave fueron
desechar el principio del país
de origen y la exclusión de las
leyes laborales y de la seguri-

dad social del ámbito de la Directiva. La pos-
tura revisada de la Comisión, hecha pública el
4 de abril, parece tener en cuenta la voz del
Parlamento. Sin embargo, existe preocupación
sobre hasta cuándo ese respeto al legislativo,
y sobre la intención más o menos explícita de
algunos Estados miembro incluyendo al Reino
Unido y a la mayoría de los nuevos Estados
miembro, y su determinación para mantener a
los SGEI dentro de la Directiva, y su ambigüe-
dad sobre la excepcionalidad de los servicios
sociales.

Por esta razón, las organizaciones que luchan
contra la pobreza continúan presionando en
una campaña para excluir los servicios socia-
les de interés general económico, y esperan
con ansia la Comunicación sobre servicios
sociales y sanitarios (que se rumoreaba estaría
lista en mayo). Ésta podría explorar la especi-
ficidad de los servicios sociales, abordando
las cuestiones clave de la calidad y las impli-
caciones con otros campos, entre los que se
encuentran las ayudas estatales y los merca-
dos públicos.

Sian Jones
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Definiciones de SIG 
y SIEG

¿A qué se refieren? Es extraño pero no exis-
te definición clara de ninguno de los dos tér-
minos. El Parlamento Europeo ha declarado
recientemente que son los Estados miem-
bros los que tienen que elaborar su propia
definición.

El Libro Blanco de la Comisión de Servicios
de Interés General (COM (2004) 374 esti-
pula en el anexo que sólo el término SIEG
está presente en el Tratado, en los artículos
16 y 86, párrafo 2, y hacen referencia a
los “servicios de carácter económico some-
tidos a obligaciones específicas de servicio
que responden a intereses generales”.
Según el Tratado, cada país es libre de
organizar estos servicios como lo desee, y
por supuesto, de confiar su gestión al sec-
tor público, al privado o al llamado Tercer
Sector. Estos servicios se consideran activi-
dades económicas, y están, por tanto,
sometidos a la competencia.

Por deducción, el término SIG hace referen-
cia a los servicios de interés público general
sometidos a obligaciones de servicio públi-
co. En otras palabras, estos servicios son
considerados como esenciales para el inte-
rés público y por tanto regidos por una legis-
lación estatal concreta. Los SIG forman
parte del modelo social europeo y son
garantes, al igual que los sistemas de pro-
tección social en vigor en los Estados miem-
bros, de los derechos socio-económicos y de
la cohesión económica, social y territorial.

S.J.

Con el cambio demográfico, los

servicios personales se han 

convertido en un buen negocio



APN Irlanda y EAPN Francia
han comenzado una campa-
ña activa sobre la cuestión de
la Directiva de servicios.

Irlanda: por la exclusión de todos 
los servicios sociales
El debate sobre la Directiva de servicios
mantenido en el Parlamento Europeo en fe-
brero de 2006 ha interpelado a la opinión
pública mucho más que otras cuestiones de
la actualidad europea. De hecho, los sindi-
catos ya habían comenzado una campaña
contra el “principio del país de origen”, al-
go que la opinión pública relacionó direc-
tamente con el litigio suscitado en torno a
la reciente privatización de la sociedad
“Irish Ferries”. La dirección intentó entonces
registrar esta compañía marítima en Chipre,
despedir a todos los trabajadores y sustituir-
los por otros que trabajaran muchas más
horas, con un salario la tercera parte del
salario mínimo irlandés. Esto desencadenó
una huelga durante la cual los trabajadores
ocuparon los transbordadores organizando
la manifestación más numerosa desde la in-
vasión de Irak.

Siempre en apoyo de la acción sindical,
EAPN-Irlanda concedió más atención a las
demandas de la Plataforma Social de ex-
cluir a los servicios sociales de la Directiva.
Creamos una página web de información
sobre la campaña (www.eapn.ie/po-
licy/177) para miembros y responsables
políticos. Todos los diputados irlandeses fue-
ron informados personalmente y se invitó a
los miembros de la red a entrevistarse con
los políticos locales. Algunos de ellos, con-
cretamente Prionsias de Rossa, del grupo
socialista, dieron todo su apoyo a la ac-
ción sindical, mientras que para otros se
trataba de algo totalmente nuevo.

La semana anterior a la votación en el Par-
lamento habíamos concentrado nuestro es-
fuerzo sobre todo en las enmiendas referen-
tes a la exclusión de todos los servicios so-
ciales de la Directiva. Una gran mayoría de
diputados irlandeses se pronunció a favor
de ello, frecuentemente en desacuerdo con
la postura de los grupos políticos a los que
pertenecen en el Parlamento Europeo. La
enmienda fue finalmente aprobada por una
mayoría muy ajustada. Cuando la directiva
se debatió en el Parlamento irlandés (“Dail”)
la cuestión de los servicios sociales se man-
tuvo en el fondo del debate.

La acción sindical apunta ahora hacia el
gobierno, y en menor medida, al comisario
correspondiente, de nacionalidad irlandesa.
Después de haber concedido entrevistas a
la prensa local, los representantes del go-
bierno han contactado con nuestras ofici-
nas. No nos queda sino esperar que estos
contactos desemboquen en un apoyo políti-
co cuando se produzcan los debates en el
Consejo.

R. Hanan

Francia: un debate público clarificador
En enero de 2006, EAPN firmó, con otros
34 grupos asociativos franceses, una llama-
da a los representantes franceses del Parla-
mento Europeo, donde les invitaba a excluir
los servicios sociales y sanitarios de interés
general (SSIG) del ámbito de la Directiva de
Servicios. Esta toma de posición es conse-
cuencia de otra acción llevada a cabo en
2004 por la Unión Nacional Interfederal de
Obras y Organismos Privados Sanitarios y
Sociales, perteneciente a EAPN-Francia. Des-
de ese año, esta Unión había expresado su
preocupación por que se tomaran en cuenta
las especificidades de las asociaciones be-
nefactoras en la construcción europea y ha-
bía animado a los poderes públicos a ex-
presar con claridad y extensamente las razo-
nes de nuestra tradición nacional en materia
de servicios sociales de interés general.

¿Cómo evaluar lo que se ha hecho? El con-
testado proyecto de la Directiva de Servi-
cios ha servido de ocasión para una nueva
reflexión, profunda y positiva, sobre la natu-
raleza de los servicios sociales y sobre las
aportaciones específicas del sector asociati-
vo en la materia. También ha servido para
tomar conciencia por parte de éste último
de que debe tener en cuenta la realidad eu-
ropea. El sector ha podido igualmente expe-
rimentar lo difícil que es hacer valer su pa-
pel y que se oiga su voz en un debate pú-
blico a veces muy clarificador, como lo he-
mos comprobado en concreto en la Directi-
va de Servicios, en la ratificación del Trata-
do Constitucional. Sin embargo, parece ha-
ber tenido más éxito en este principio de
año con los parlamentarios europeos en el
debate donde se votó la directiva, puesto
que, votando su exclusión de la misma, fi-
nalmente se reconoció la naturaleza especí-
fica de los servicios sociales.
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Servicios sociales: valor
añadido y empleo

Contribución de los servicios de enseñan-
za, sanidad, sociales y otros en % a:

País V.A.T.B N.G.E
AUSTRIA 13,9 18,6
BELGICA 16,5 24,4
REP. CHECA 10,9 14,2
DINAMARCA 19,9 28,4
ESPAÑA 14,6 19,7
FINLANDIA 17,1 26,4
FRANCIA 15,5 25,3
ALEMANIA 15,7 22,4
GRECIA 13,5 16,1
HUNGRÍA 14,8 19,7
IRLANDA 13,3 21,4
ITALIA 14,3 22,2
LUXEMBURGO 10,2 17,1
HOLANDA 17,2 26,8
POLONIA 13,8 14,4
PORTUGAL 17,7 19,2
ESLOVAQUIA 11,1 18,5
SUECIA 18,5 32,3
RUMANÍA 17,4 23,8

V.A.T.B: Valor añadido total bruto de la
economía, es decir, valor de los productos
menos el valor del consumo intermedio
N.G.E: Nivel global de empleo

Fuente: OCDE, edición “Cifras 2005”

Redes nacionales en primera línea
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El titular parece sacado de la prensa sensacionalista
antieuropeista. Sin embargo la aplicación de la Di-
rectiva de Servicios en el sector de la vivienda so-
cial podría, en teoría, abrir la posibilidad a un esce-
nario como éste.

CECODHAS (*) ha presionado sin descan-
so para proteger al sector social de una Di-
rectiva que no hace distinción entre normati-
vas injustamente favorables (según algunos
prestatarios de servicios con intenciones de
lograr mayores beneficios que sus competi-
dores extranjeros), y normativas encamina-
das a facilitar el acceso a una vivienda de-
cente y asequible, en el contexto de un mer-
cado inmobiliario sobrevalorado y sobreex-
plotado.

La lucha contra la pobreza debe ir acompa-
ñada de una oferta de vivienda social y de
alquiler asequible. Las organizaciones que
se ocupan de la vivienda social (asociacio-
nes, cooperativas, fundacio-
nes o empresas municipales)
se crearon con este fin. Los
servicios que ofrecen no se
limitan a una vivienda ase-
quible. También encabezan
programas de acción comu-
nitarios en favor de la inte-
gración y ayudan a perso-
nas con discapacidad, an-
cianos, indomiciliados, inmi-
grantes y otros sectores vulnerables de la
población. Un buen número de ellas traba-
jan con otros organismos como colectivos lo-
cales, asociaciones de vecinos, colegios, el
Ministerio de Asuntos Sociales, oficinas de
empleo y formación, o la policía, para re-
solver problemas locales y revitalizar los ba-
rrios más deprimidos.

Normativa lenta
La Directiva de Servicios pretende prohibir
cierta burocracia y algunas formalidades ad-
ministrativas que, en determinados casos,
aseguran una continuidad en los servicios
que  prestan organizaciones de vivienda so-
cial en comunidades de toda Europa. Exis-
ten en Europa varios regímenes de ayuda
para la vivienda social, e incluso aunque no
estén directamente controladas por el Esta-
do, son apoyadas por él, y están, por tan-
to, muy reguladas. Estas normas sirven para
proteger a los inquilinos y mantener el nivel
de calidad de estas viviendas sociales. 

En algunos países, estas organizaciones de-
ben suscribir un contrato de garantía finan-
ciera. Algunas son obligadas a tener carác-
ter no lucrativo, y a incluir a inquilinos y

concejales en sus consejos de administra-
ción. Por otra parte, las organizaciones que
así lo desean pueden proponer servicios
complementarios para estimular la participa-
ción de los inquilinos. A cambio de las ayu-
das estatales, deben respetar límites máxi-
mos en los alquileres, no podrán desalojar
a nadie excepto en casos muy excepciona-
les, y no se les autoriza a hacer selección
ninguna entre los posibles inquilinos. Sus res-
ponsabilidades se limitan a la zona geográ-
fica en la que son competentes. El número
de organizaciones está limitado y deben es-
tar inscritas en un órgano de control oficial-
mente reconocido como tal.

Una contradicción flagrante
En nombre de la competencia leal, la Direc-
tiva de Servicios pretende prohibir o limitar
este tipo de normas, no porque los legisla-
dores europeos quieran suprimir las ayudas
a la vivienda sino porque la formulación de

las normas no tiene en cuen-
ta a las organizaciones de-
dicadas a la vivienda so-
cial. Esta contradicción fla-
grante llamó la atención del
Parlamento Europeo que ha
decidido retirar la vivienda
social y los servicios sociales
del ámbito regulador de la
Directiva. Esperamos que el
Consejo haga lo mismo. Es-

to no resuelve sin embargo la cuestión en
torno a la ausencia de una reflexión conjun-
ta de los actores sociales y económicos. La
Directiva de Servicios es una de las conse-
cuencias de esa ausencia.

Es urgente proceder a una normativa más
precisa del mercado inmobiliario y de revi-
sar al alza la oferta de viviendas sociales y
alquileres asequibles. Las divisiones y tensio-
nes palpables en nuestras sociedades actual-
mente, que están relacionadas con la rique-
za, el origen étnico, la religión y la edad,
prueban hasta qué punto es indispensable
que las organizaciones dedicadas a la vi-
vienda social y otros prestatarios de servi-
cios sociales presten su apoyo a determina-
das comunidades y adopten “normativas so-
ciales”. La legislación europea deberá, a su
vez, tener en cuenta estas necesidades.

Sorcha Edwards
Responsable de Comunicación 
CECODHAS

(*) Comité Europeo de Coordinación del
Hábitat Social
www.cecodhas.org 5 EAPN I Nº 117 I 2006

“Hemos enterrado el
proyecto inicial
Bolkestein”

Tras la votación del Parlamento Europeo
(PE) sobre la Directiva de Servicios, la
Confederación Europea de Sindicatos (CES)
ha presentado estos resultados como un
“auténtico éxito para los trabajadores
europeos”, ya que se ha enterrado el pro-
yecto inicial Bolkestein. “Este resultado
muestra claramente que los parlamenta-
rios han logrado encontrar un compromiso
que permite abrir el mercado de servicios
salvaguardando al mismo tiempo el
modelo social europeo, incluso aunque
queda aún mucho por conseguir” declaró
John Monks, secretario general de CES.

La CES evaluó positivamente el impacto de
la manifestación europea del 14 de febre-
ro, y considera que el compromiso alcan-
zado por el PE establece unas bases con
las que se guiarán futuras decisiones sobre
este asunto.

Sin embargo, con ocasión del Consejo de la
competitividad del 13 de marzo, algunos
estados miembros han dicho que el com-
promiso del PE iba demasiado lejos y era
mucho menos ambicioso que la proposi-
ción original. “Nos mantendremos vigilan-
tes de la evolución de este texto y velare-
mos para que el compromiso del
Parlamento Europeo no se vacíe de conte-
nido”, añadió John Monks el 15 de marzo.

Fuente: www.etuc.org

La Comisión quiere prohibir
los alquileres bajos

Se necesitan urgentemente 

más viviendas asequibles



EAPN: ¿Cómo ha evolucionado la oferta de servicios
sociales en la República Checa? ¿Cree usted que ha si-
do una evolución positiva?

David Stulik: Estamos viendo varios cambios en
el sector de los servicios sociales. Para empe-
zar, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales
ha procedido a la descentralización del siste-
ma de financiación de estos servicios y ha de-
legado responsabilidades en las regiones y po-
deres locales que se han creado recientemente.
Después, tras un largo debate, entrará pronto
en vigor la ley de servicios sociales. 

Esta ley debería permitir a las ONGs y a las
instituciones públicas (ya que
ellas también prestan este tipo
de servicios) beneficiarse de
una acceso igualitario a los fon-
dos públicos. Además, los servi-
cios sociales serán pronto regu-
lados por una normativa. Las or-
ganizaciones (incluyendo las
ONGs) que deseen acceder a
fondos públicos deberán respe-
tarlas imperativamente.Estas me-
didas permitirán a las ONGs
sociales mejorar sensiblemente
la calidad de los servicios que
ofrecen (en comparación con
los que se dan ahora) y tener pers-
pectivas más favorables a medio plazo, si las
normas que se promulguen responden a las
verdaderas necesidades de los usuarios.

¿Cuál es el valor añadido de los servicios ofrecidos por
las ONGs, en relación con los de los servicios públicos
“clásicos” o los del sector privado?
–Los servicios sociales que ofrecen las peque-
ñas ONGs checas están especialmente conce-
bidos para tres poblaciones objetivo específi-
cas. Las ONGs trabajan individualmente y de-
dican más tiempo a sus “clientes”. Las palabras
clave que describen su trabajo son pasión y
dedicación, valores en torno a los cuales esta-
blecen el contacto con esas poblaciones objeti-
vo y lo mantienen. Además saben perfectamen-
te cuáles son las necesidades de sus clientes, y
poseen un conocimiento profundo del trabajo
sobre el terreno. En definitiva, las ONGs che-
cas demuestran una gran innovación y efica-
cia, aportan multitud de ideas para mejorar su
labor, los servicios y sus resultados.
Las instituciones públicas, en su gran mayoría,

no funcionan de forma personalizada con los
más necesitados, aunque sí es verdad que al-
gunas siguen unas normas de calidad. Reciben
la financiación pública directamente de las au-
toridades regionales y representan una compe-
tencia desleal para las ONGs.

¿Qué piensa de la Directiva Bolkestein?
–Las pequeñas ONGs checas ni siquiera están
al corriente de la existencia de esta Directiva.
Si se las hubiera informado mejor, creo firme-
mente que habrían pedido que los servicios so-
ciales quedaran fuera del ámbito de la Directi-
va. Comoquiera que fuere, tenemos la impre-
sión de que las pequeñas ONGs no tendrán

que enfrentarse a los posibles
problemas ligados a la presta-
ción de servicios trasfronteri-
zos. Trabajan con individuos y
colectivos “de carne y hueso”,
y no conciben que a corto pla-
zo vayan a venir otras organi-
zaciones de fuera a prestar los
mismos servicios que dan ellas
en la República Checa.

Las organizaciones extranjeras
no tienen ni el bagaje cultural,
ni los conocimientos de los
factores específicos del país,

ni sobre los grupos a atender o el
proceso seguido por los problemas sociales. En
resumen, no estarían en condiciones de ofrecer
un servicio de calidad. Todos estos elementos
impedirían que ONGs u otras instituciones pro-
vinientes del extranjero aumentaran la gama de
servicios en un sector donde las pequeñas
ONGs checas están ya muy implantadas. Ade-
más, estas pequeñas ONGs no quieren tampo-
co extender su servicio a ciudades y pueblos
distintos de donde están, así que es poco pro-
bable que tengan en mente hacerlo en el ex-
tranjero. Por el contrario, y como hemos seña-
lado antes, hay más posibilidades de que sean
las grandes organizaciones quienes, deseosas
de extender su dominio y crecer, manifiesten in-
terés por este tipo de servicios.

Entrevista: Sian Jones

(*) Una ONG que gestiona subvenciones para
pequeñas ONGs en el territorio checo.
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“Las ONGs checas más pequeñas
ni siquiera conocen esta Directiva”

Los servicios sociales
en la República Checa

Según el Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales no existe actualmente ninguna
estadística fiable sobre los servicios socia-
les en la República Checa ni de los servi-
cios prestados por las ONGs. El informe
anual del Ministerio indica que en 1999, el
47’5% de los servicios eran prestados por
el Estado, el 35’4% por los municipios y
ciudades, un 10’4% por las iglesias y un
6’7% por las ONGs. Todos juntos, prestan
929 infraestructuras sociales con una
capacidad de 71.977 plazas. Entre estas
infraestructuras, podemos mencionar: 329
casa de acogida para ancianos, 152 resi-
dencias de ancianos, 70 institutos de aco-
gida para adultos, 3 hogares para alcohó-
licos crónicos y toxicómanos, 5 institutos
para enfermos mentales psicóticos, 185
casas para jóvenes, 35 hogares de reubi-
cación familiar, 33 casas para madres sol-
teras, 22 centros de caridad y 4 institutos
diversos.

El Ministerio reconoce que el desarrollo
potencial del sector “está frenado por una
legislación obsoleta, el reparto de compe-
tencias, modalidades de reparto de fondos
y la competencia de los trabajadores socia-
les de la administración pública.”

Sin embargo, la Fundación para el
Desarrollo de la Sociedad Civil subraya
que incluso aunque el Estado sea el princi-
pal financiador, hay más ONGs que orga-
nismos públicos implicados en los servicios
sociales.

Fuente http://www.mpsv.cz/en/1613 
http://www.mpsv.cz/files/clanky/1998/
2646.pdf

¿Cómo perciben este asunto de los servicio sociales las pequeñas ONGs checas? 

Entrevistamos a David Stulik, de la Fundación para el Desarrollo de la Sociedad Civil (*).

David Stulik, Director of the “Centrum 
of the Economic & Social Inclusion”



omo cual-
quier otro Es-
tado miem-
bro, Chipre
ha sometido
su Programa

nacional al marco de la Es-
trategia revisada de Lisboa.

El Programa chipriota de re-
forma está estructurado en
3 capítulos: políticas macro-
económicas, políticas micro-
económicas y empleo. Bajo

el capítulo del empleo, el Programa exami-
na cómo podría mejorarse la cohesión so-
cial, en particular mediante la integración
de grupos desfavorecidos y
vulnerables en el mercado
de trabajo.

El mercado de trabajo chi-
priota se caracteriza, en re-
lación con otros Estados
miembros de la UE, por una
participación y tasa de em-
pleo elevadas. Por ejemplo,
la tasa de desempleo, según
las encuestas, era de 5% de la población
activa en 2004, mientras que la tasa de
empleo glabal era del 69’1% y la tasa de
empleo femenina del 59%, o sea, justo por
debajo de los objetivos de Lisboa, que son
del 70% y 60% respectivamente. Otra ca-
racterística fundamental del mercado de tra-
bajo en Chipre es la existencia de un gran
número de obreros extranjeros, especialmen-
te en los trabajos poco o nada cualificados,
así como un número creciente de chipriotas
turcos. En 2004, restando los nacionales de
la UE, los trabajadores extranjeros represen-
taban el 12’3% de los empleos.

Una diferencia salarial
entre hombres y mujeres del 24%
En cualquier caso, el Programa nacional de
reforma hace hincapié en que el sistema de
educación no responde a las necesidades
del mercado de trabajo de modo flexible y
que se utilizan muy limitadamente las formas
más flexibles de empleo, como el empleo a
media jornada; añade el Programa que par-
ticipan poco las personas con necesidades
especiales. Además, hay que reducir el des-
empleo de los jóvenes, que es mucho más
alto que la tasa media de paro, lo que indi-
ca dificultades en la transición desde el ám-
bito formativo al mercado laboral. 

En lo que respecta a la igualdad de sexos,
las desigualdades en el empleo, el paro, y
los salarios están aún muy extendidas en
Chipre. El problema afecta principalmente a
el desequilibrio en los salarios (23’8% en
2004, comparado al 25’9% en 2000). La
razón principal de este escalón entre muje-
res y hombres es la segregación sectorial y
profesional: hay un porcentaje mayor de
hombres profesionalmente cualificados y en
puestos directivos en el mercado laboral,
mientras que la mujer obtiene empleos mal
pagados y de menor cualificación (depen-
dientas o auxiliares en oficinas); a menudo
son contratos de media jornada, al contrario
que los hombres: en 2004 un 13’2% de las

empleadas lo eran de jorna-
da reducida, contra un
5’2% de hombres con ese
mismo tipo de contrato.

La migración económica
Como ya indicamos antes,
en Chipre trabajan un gran
número de extranjeros, es-
pecialmente en labores po-
co o nada cualificadas: en

2004 el 34’9% de los trabajadores extran-
jeros en Chipre se dedicaban a labores del
hogar, 17’9% pertenecían al sector hotelero
y de la restauración, el 9’2% a la agricultu-
ra, un 8’8% en manufacturas, un 9’6% en el
comercio y un 10’3% en la construcción.

El programa de reforma propone revisar la
estrategia global en materia de empleo inmi-
grante, con el fin de establecer una aproxi-
mación más equilibrada, teniendo en cuenta
el impacto de los tres factores princiales: 1)
la reorientación estratégica de la economía
hacia actividades que rindan un valor añadi-
do más elevado; 2) el objetivo político de
movilización de la mano de obra actualmen-
te inactiva; 3) la movilidad potencial de la
mano de obra proviniente del mercado la-
boral europeo de los 25, y en breve, de la
UE de los 27.

¿La clave de la cohesión social?
Según el Programa de reformas, Chipre se
caracteriza generalmente por la paz social
y una gran cohesión social: “Las desigualda-
des económicas, la pobreza y la exclusión
social no son problemas principales en Chi-
pre. Se puede achacar principalmente a la
tasa de paro tradicionalmente baja, pero
que constituye la fuente más importante de
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El perfil de EAPN-Chipre

Adherida a EAPN durante la
Asamblea General de 2005, la Red
chipriota de lucha contra la pobreza
(NAPN-Chypre) fue creada el 28 de
septiembre de 2005 en Nicosia, su
capital.

NAPN-Chipre es una agencia que se
ha propuesto los siguientes objetivos:
- Proveer de información y sensibilizar
a la opinión pública, las instituciones y
agencias chipriotas.
- Identificar y hacer visibles a los grupos
de personas víctimas de la exclusión
social, sin discriminación de sexo,
raza, religión, nacionalidad, étnica o
por la orientación sexual.
- Presionar a todos los niveles ejecutivos
en Chipre para asegurar la adopción
y la puesta en marcha de políticas
sociales y medidas concretas jurídicas
que permitan prevenir, paliar de forma
inmediata y erradicar definitivamente
la pobreza y la exclusión social.
- Formular propuestas para mejorar el
Plan de acción para la inclusión de
Chipre.

Miembros: todas las ONGs y agen-
cias (exceptuando las gubernamenta-
les o que dependen del Gobierno)
pueden ser miembros de NAPN-
Chypre, mientras firmen su adhesión a
los objetivos de la Red.

Persona de contacto: Ninetta Kazantzis
email: nineta@cytanet.com.cy

Las prioridades sociales
del Programa de reformas
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La tasa de pobreza

equivale en estos momentos 

a la media europea



la pobreza y la exclusión.

Sin embargo, el Programa de reformas reco-
noce bolsas de exclusión entre los ancianos,
discapacitados, familias monoparentales y
aquéllas donde el cabeza de familia tiene po-
ca formación. En este sentido, el gobierno chi-
priota, dentro del marco de su política social
global, tendente a asegurar un nivel de vida
adecuado para todos, da una ayuda pública
a todos los residentes legales en Chipre siem-
pre que sus recursos sean insuficientes para
salir adelante, siendo estas necesidades bási-
cas determinadas por ley.

Además, cabe destacar que la legislación ac-
tual sobre las ayudas públicas incorpora una
promoción del empleo dirigida a la reintegra-
ción en el mercado laboral de los beneficia-
rios de estas ayudas, para que vayan logran-
do progresivamente su independencia de las
mismas. Por ejemplo, los grupos más vulnera-
bles tienen derecho a una ayuda pública in-
cluso aunque tengan un empleo a jornada
completa. Por otra parte, hay un número de
programas y subvenciones del gobierno desti-
nadas a grupos vulnerables, como ancianos,
discapacitados, toxicómanos, u hogares con
ingresos muy bajos que vayan a adquirir una
vivienda propia, etc. Por ejemplo, se acuerda
conceder una pensión a personas que no han
cumplido aún los 65 años, y por tanto no
pueden recibir una pensión de la seguridad
social.

Las cifras de la pobreza
El Programa de reformas menciona una mejo-
ra de la situación en cuanto a la inclusión so-
cial y el reparto de la renta. Según los resulta-
dos de la encuesta sobre el presupuesto fami-
liar efectuada en 2003 comparada con los
de la misma encuesta de 1996-7 encontra-
mos los siguiente:
–El porcentaje de personas en riesgo de po-
breza (ingresos inferiores al 60% de los ingre-

sos medios equivalentes) ha caído del 16’3%
de la población total en 1996/7 al 15’3%
en 2003, y en estos momentos es igual a la
media europea de los 25 para 2001.
–El riesgo de pobreza de la población de
más edad (superior a los 65 años), que repre-
sentaba el 11’9% de la población total en
2003 ha caído del 58% al 52%.
–Igualmente, se constata una disminución de
10 puntos del riesgo de pobreza entre ancia-
nos de más de 65 años que viven solos. En
tanto que grupo más vulnerable de la pobla-
ción, estas personas tienen siempre la proba-
bilidad más alta de caer por debajo del um-
bral de la pobreza, por más que el porcenta-
je haya bajado del 83% en 1997 hasta el
73% en 2003.
–La tasa de pobreza infantil que según las es-
tadísticas de 1997 era una de las más bajas
de UE, ha disminuido un punto hasta el 11%
en 2003.
–La desigualdad en los ingresos ha disminui-
do, como lo demuestra el indicador
S80/S20, que se redujo al 4’1 en 2003 en
relación al 4’4 de 1997. De la misma forma,
el coeficiente Gini ha descendido por debajo
de la media de la UE al 0’27, indicando una
evolución a la baja a largo plazo en las des-
igualdades de renta.

Con el fin de mejorar las condiciones favora-
bles para la cohesión social, el Gobierno chi-
priota ha identificado sus prioridades políticas
principales: 1) asegurar un nivel de vida ade-
cuado para los grupos más desfavorecidos y
vulnerables, y estimular su integración en el
mercado de trabajo; 2) continuar asegurando
el acceso de todos a los servicios públicos,
inncluyendo la educación y la sanidad.

Fuente: PNR de Chipre:
http://www.mof.gov.cy/mof/mof.nsf
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Las prioridades sociales del Programa de reformas

Navega por nuestra web en www.eapn.org

Los servicios sociales
son vitales para asegurar

unos mínimos de bienestar
social y proteger a los

usuarios más vulnerables

Este informe presenta la evaluación de EAPN
sobre cómo el nuevo proceso de Lisboa integra
las prioridades de inclusión social y promete la
participación activa de las ONGs del sector so-
cial y de personas en situación de pobreza.
Presenta las respuestas de 15 redes nacionales
de EAPN al contenido del Programa Nacional
de reformas de su país respectivo, relativo a la
inclusión social y el empleo. El informe presenta
igualmente la reacción de EAPN al avance del
Informe anual de la Comisión “Pasemos a la ve-

locidad superior” que evalúa el primer año de
la Estrategia revisada de Lisboa. EAPN se plan-
tea la cuestión de saber si las principales priori-
dades identificadas en el avance del informe
pueden reforzar la sinergia de, por un lado, la
inclusión y la protección sociales, y por el otro,
el crecimiento, el empleo y avanzar en el objeti-
vo de erradicación de la pobreza. La última
sección diseña una “hoja de ruta” para una
mejor implementación de la Estrategia de Lis-
boa en 5 pasos clave. Disponible en

“Un futuro que vale la pena”


